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INCOMPETENCIA PARA CONOCER / “Esa entidad es un ente del orden nacional, de carácter técnico, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, con autonomía administrativa y financiera y con personería jurídica, de acuerdo con los artículos 1º del Decreto 2355 de 2006; 6º numeral 6.2.1, 71 y parágrafo del 76 de la Ley 1151 de 2007.

En esas condiciones, se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c) del numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, según el cual, hacen parte del sector descentralizado por servicios las superintendencias con personería jurídica. 

(…)

En consecuencia, para evitar futuras nulidades y como la petición que se dice no respondida, sobre la que se edificó la solicitud de amparo constitucional, es eminentemente administrativa, tampoco se asumirá por este despacho el conocimiento de la tutela propuesta y se suscitará el respectivo conflicto negativo de competencia ante la Sala Mixta de esta Corporación, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 270 de 1996.

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia proveído de 11 de marzo de 2011, exp. 2010-00327-01

Corte Suprema de Justicia Auto de 13 de mayo de 2009, exp.2009-00083-01

Corte Suprema de Justicia Providencia de 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez. En sentido similar se pronunció en sentencia del 23 de agosto de 2010, MP. Dr. Jaime Alberto Arrubla Paucar

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, septiembre doce (12) de dos mil dieciséis (2016)
Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00861-00
El señor Jorge Mario Ortiz Mosquera, representante legal del Grupo Empresarial Ormos SAS, instauró acción de tutela contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.
La demanda correspondió al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, que por auto del 8 de este mes se abstuvo de darle trámite de acuerdo con el artículo 1º, numeral 1º del Decreto 1382 de 2000, porque consideró que son competentes para conocerla, los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura de esta ciudad, en razón a que la entidad demandada “es un organismo del orden nacional, de carácter técnico, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, con autonomía administrativa y financiera, lo cual conforme al artículo 38 de la Ley 489 de 1998 es una superintendencia sin personería jurídica que pertenece al sector central de la Rama Ejecutiva del Poder Público.”

Repartido nuevamente el asunto, correspondió a esta Sala.
Para resolver,    S E      C O N S I D E R A:
Pretende el accionante se ordene a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, resolver de fondo las peticiones que elevó los días 18 de abril y 25 de julio de 2016.
Esa entidad es un ente del orden nacional, de carácter técnico, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, con autonomía administrativa y financiera y con personería jurídica, de acuerdo con los artículos 1º del Decreto 2355 de 2006; 6º numeral 6.2.1, 71 y parágrafo del 76 de la Ley 1151 de 2007.

En esas condiciones, se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c) del numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, según el cual, hacen parte del sector descentralizado por servicios las superintendencias con personería jurídica. 
La Corte Suprema de Justicia, en acción de tutela promovida por la Administradora MJR Ltda. contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, de la que conoció la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, declaró la nulidad de todo lo actuado y ordenó remitir el expediente al Juzgado Treinta y Tres Civil del Circuito de Bogotá, que consideró, era el competente para conocer del asunto. Al respecto dijo:
“1.- Está claro que el reclamo constitucional se dirige frente a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, ente del orden nacional, de carácter técnico, adscrito al Ministerio de Defensa Nacional, con autonomía administrativa y financiera y con personería jurídica, según reza el artículo 1º del Decreto 2355 de 2006 y el 6º numeral 6.2.1 de la Ley 1151 de 2007; por lo tanto, se trata de una entidad del sector descentralizado por servicios del orden nacional, de conformidad con lo dispuesto en el literal c) del numeral 2º del artículo 38 de la Ley 489 de 1998, que contempla la estructura y organización de la administración pública.

Adicionalmente, la encartada ejerce para este caso particular funciones administrativas, razón por la cual no puede darse alcance a lo prescrito en el auto 076 de 18 de febrero de 2009 de la Corte Constitucional, en cuanto éste hace referencia a que “…puede apreciarse que si se aplicaran las reglas de reparto desatendiendo el contexto en el cual se confirieron las facultades jurisdiccionales, las tutelas contra la Superintendencia de Sociedades, por actuaciones surtidas en desarrollo del proceso de intervención, serían conocidas por el juez que ordinariamente tomaría las decisiones –es decir, el juez de circuito-, y no por el superior funcional –es decir, el Tribunal Superior o el Tribunal administrativo-. Sin embargo, por tratarse del recurso específico que puede dirigirse contra dichas actuaciones, debería conocer de él el superior funcional del juez de circuito, pues es la autoridad judicial desplazada por la Superintendencia. En consecuencia, el reparto debe efectuarse ante los tribunales administrativos o tribunales superiores de distrito judicial, por ser los superiores funcionales de la autoridad judicial desplazada por la Superintendencia Sociedades”.

2.- En ese orden, advierte la Sala que se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, esto es, falta de competencia, toda vez que el Decreto 1382 de 2000 en su artículo 1º numeral 1º, dispuso que las tutelas contra cualquier organismo “del sector descentralizado por servicios del orden nacional o autoridad pública del orden departamental”, serán repartidas para su conocimiento en primera instancia a los jueces de circuito o con categoría de tales; por lo que es evidente entonces que esta actuación no debió ser tramitada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá.

3.- En torno a la potestad para decretar nulidades, esta Corte fijó el siguiente criterio: “[L]a Sala hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales… Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual ‘…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto’… En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento; ad exemplum, ‘[l]o accionado contra la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, será repartido a la misma corporación y se resolverá por la Sala de Decisión, Sección o Subsección que corresponda de conformidad con el reglamento al que se refiere el artículo 4° del presente decreto’, siendo inadmisible su conocimiento por otro juez …‘según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso’ {Auto 304 A de 2007}…” (auto de 13 de mayo de 2009, exp.2009-00083-01, citado el 11 de marzo de 2011, exp.2010-00327-01).

4.- En razón a la naturaleza jurídica del accionado, el a quo que conoció en primera instancia el presente amparo no era el competente para hacerlo y, por supuesto, esta Corte tampoco lo es para su apelación, por lo que la actuación cumplida hasta acá será anulada y se enviará el expediente al Juzgado Treinta y Tres Civil del Circuito de Bogotá, Despacho al que inicialmente le fue asignado el conocimiento de estas diligencias, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, en concordancia con el numeral 2° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.”

En consecuencia, para evitar futuras nulidades y como la petición que se dice no respondida, sobre la que se edificó la solicitud de amparo constitucional, es eminentemente administrativa, tampoco se asumirá por este despacho el conocimiento de la tutela propuesta y se suscitará el respectivo conflicto negativo de competencia ante la Sala Mixta de esta Corporación, de conformidad con el artículo 18 de la Ley 270 de 1996.

Esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional que impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1º Declararse incompetente para conocer de la acción de tutela propuesta por el señor Jorge Mario Ortiz Mosquera en su calidad de representante legal del Grupo Empresarial Ormos SAS, contra la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.
2o Suscitar el conflicto negativo de competencia ante la Sala Mixta de este Tribunal.

3o Notifíquese esta decisión al representante legal de la entidad demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Sala de Casación Civil, auto del 10 de mayo de 2012, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez, expediente 1100122030002012-00640-01.


� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Dr. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. DR. Arturo Solarte Rodríguez; del 19 de agosto de 2014 y del 6 de febrero de 2015, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.� 
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